El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

       Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

       Pereira, mayo treinta (30) de dos mil dieciocho (2018)

       Acta No. 187 del 30 de mayo de 2018
       Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00233-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia a la que fueron vinculados el Banco Davivienda, las Alcaldías de La Virginia y de Barranquilla, las Defensorías del Pueblo Regionales Risaralda y Barranquilla, el Personero Municipal de esta última ciudad y el Ministerio Público Regionales Risaralda y Atlántico.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular radicada bajo el No. “2016-462”, el juzgado accionado se niega a aplicar los artículo 27 y 84 de la Ley 472 de 1998, pues, a pesar de que lo solicitó, cree que es discrecional compulsar copias ante el Procurador General de la Nación debido a la inasistencia a la audiencia de pacto de cumplimiento.
2. Considera lesionados los derechos al debido proceso y a la igualdad y al principio de la presunción de buena fe. Para su protección solicita se ordene al juzgado accionado: a) cumplir lo dispuesto en aquellos artículos y en la Ley 734 de 2002 y b) compulsar copia a la Procuraduría respecto de quienes no comparecieron a la citada diligencia. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 17 de mayo último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de La Virginia, al Procurador y al Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda. También al Banco Davivienda, la Alcaldía y la Personería de Barranquilla, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, de la Regional Atlántico.
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Procurador Regional de Risaralda señaló que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 La titular del juzgado accionado se opuso a las pretensiones de la demanda ya que la acción popular objeto del amparo, a pesar de que el actor nunca cumple sus cargas procesales, se encuentra en trámite, el 8 de mayo pasado se llevó a cabo la audiencia de pacto de cumplimiento y está pendiente la práctica de pruebas.

2.3 El Alcalde de Barranquilla, por medio de apoderado, solicitó se declara improcedente el amparo en su contra ya que ese ente territorial no ha lesionado los derechos del actor y carece de facultadas para interferir en la actuación del juzgado accionado.
2.4 El representante legal, para efectos judiciales, del Banco Davivienda pidió se niegue la tutela en razón a que el accionante no demostró la vulneración que alega. 

2.5 La Defensora del Pueblo Regional Atlántico indicó que la entidad 
que representa no ha vulnerado los derechos del actor, quien, según sus bases datos, “no funge como usuario nuestro”.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si la funcionaria accionada desconoció los derechos fundamentales del actor, en la acción popular que formuló, al no atender la perentoriedad de los plazos y no compulsar copias para la investigación de los funcionarios que dejaron de asistir a la audiencia de pacto de cumplimiento, de acuerdo con las normas que citó al plantear los hechos de la demanda.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales incorporadas al expediente, en el disco compacto que obra a folio 9, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Por auto del 18 de septiembre de 2017, el Juzgado Promiscuo de La Virginia, en obedecimiento a lo dispuesto por esta Sala en fallo de tutela del 11 del mismo mes, admitió la demanda y ordenó, entre otras cosas, notificar a la entidad accionada y publicar, a costa del actor, el aviso a la comunidad por un prensa o emisora radial de amplia difusión en la ciudad de Barranquilla
. 
4.2 En escrito presentado el 25 del citado mes, el accionante solicitó se le concediere amparo de pobreza, se informara a la comunidad y dar cumplimiento a los artículos 84 de la Ley 472 de 1998 y 42 del Código General del Proceso
.
4.3 Mediante proveído del 23 de octubre siguiente, la funcionaria accionada accedió a esas dos primeras peticiones y ordenó al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivo publicar el aviso de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998
. 
4.4 Agotado el trámite anterior, el 12 de abril pasado se programó fecha para la audiencia de pacto de cumplimiento
, la que se llevó a cabo el 8 de mayo último
. En esta diligencia se declaró fallido el pacto y se decretaron pruebas, entre ellas la práctica de la inspección judicial al lugar donde se alega ocurre la vulneración, efecto para el cual el 10 de mayo se libró el respectivo despacho comisorio al reparto de los Juzgado Civiles del Circuito de Barranquilla, el cual no ha sido devuelto
.

4.5 No se evidencia que el actor haya elevado solicitud alguna para obtener se compulsaran copias a fin de que se investigara a quienes dejaron de asistir a la citada audiencia. 
5. Como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad.

De las pruebas allegadas, se puede concluir que el accionante no ha solicitado se dé aplicación al artículo 27 de la Ley 472 de 1998, en lo relativo a la sanción de aquellos que inasistieron a la audiencia de pacto de cumplimiento, y por tanto, el despacho accionado tampoco ha tenido la oportunidad de resolver lo que corresponda.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“2. Descendiendo al estudio de la controversia planteada por el tutelante, concluye la Corte la improcedencia del resguardo, habida cuenta que el gestor al interponer el resguardo, no atendió el principio de subsidiariedad que enmarca su procedibilidad, toda vez que no ha solicitado, ante el funcionario judicial que tramita la acción popular a la que se contrae la queja constitucional, la expedición de la reproducción que por esta vía deprecó, ni la exoneración del pago del arancel que se le exigió para tales efectos, según se extracta de lo que informó el Tribunal criticado, lo que denota que a su alcance tiene un medio judicial idóneo de defensa.

En ese orden de ideas, se configura la causal de improcedencia establecida en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, esto es, «[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales (…)».”
.

En consecuencia, el amparo reclamado resulta improcedente por incumplir el requisito de la subsidiariedad.

6. El actor también se queja de un supuesto desconocimiento del artículo 84 de la Ley 472 de 1998, disposición que establece la perentoriedad de los plazos en el trámite de las acciones populares. 

En relación con la mora judicial, la Corte Constitucional, en sentencia T-230 de 2013, expresó:

“3.5.1. La Constitución Política de 1991 consagra los derechos al debido proceso (art 29) y al acceso a la administración de justicia (art 229), los cuales abarcan dentro de su ámbito de protección: (i) el derecho que tiene toda persona de poner en funcionamiento el aparato judicial; (ii) el derecho a obtener una respuesta oportuna frente a las pretensiones que se hayan formulado; y (iii) el derecho a que no se incurran en omisiones o dilaciones injustificadas en las actuaciones judiciales.
…

 
En desarrollo de lo anterior, el artículo 228 del Texto Superior dispone que: “Los términos se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado”, al mismo tiempo que el artículo 37 del Código de Procedimiento Civil, al referirse a las obligaciones del juez, determina que uno de sus deberes es: (…) 6. Dictar las providencias dentro de los términos legales; resolver los procesos en el orden en que hayan ingresado a su despacho, salvo prelación legal; fijar las audiencias y diligencias en la oportunidad legal, y asistir a ellas.”
 
3.5.2. En numerosas oportunidades la Corte ha reiterado la importancia de este deber, entre otras, al sostener que: “Quien presenta una demanda, interpone un recurso, formula una impugnación o adelanta cualquier otra actuación dentro de los términos legales, estando habilitado por ley para hacerlo, tiene derecho a que se le resuelva del mismo modo, dentro de los términos legales dispuestos para ello.”
  Por esta razón, en principio, se ha insistido en que el incumplimiento de la obligación de dictar las providencias en los términos de ley, conduce a la vulneración de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, por cuanto no permite una respuesta oportuna frente a las pretensiones invocadas por el actor y aplaza la realización de la justicia material en el caso concreto.
 
No obstante, la jurisprudencia también ha señalado que, atendiendo la realidad del país, en la gran mayoría de casos el incumplimiento de los términos procesales no es imputable al actuar de los funcionarios judiciales. Así, por ejemplo, existen procesos en los cuales su complejidad requiere de un mayor tiempo del establecido en las normas y en la Constitución para su estudio, para valorar pruebas o para analizar la normatividad existente. Por ello, la jurisprudencia ha destacado que cuando la tardanza no es imputable al actuar del juez o cuando existe una justificación que explique el retardo, no se entienden vulnerados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia.
 
…

3.5.6. De lo anterior se concluye que, en primer lugar, todo ciudadano tiene derecho al acceso a la administración de justicia y a una resolución pronta y oportuna de sus solicitudes. En segundo lugar, la tardanza         en el cumplimiento de los términos judiciales constituye una mora     judicial injustificada cuando (i) se presenta un incumplimiento de            los plazos señalados en la ley para adelantar alguna actuación judicial;     (ii) no existe un motivo razonable que justifique dicha demora, como         lo es la congestión judicial o el volumen de trabajo; y (iii) la           tardanza es imputable a la omisión en el cumplimiento de las         funciones por parte de la autoridad judicial. En tercer lugar, es    excepcional la posibilidad del juez de tutela de alterar el orden de         fallo, ya que el ordenamiento jurídico consagra el deber de someterse       a un sistema de turnos, con algunas salvedades reconocidas por el legislador.
 

Como consecuencia de lo expuesto, en cuarto lugar, en los casos de mora judicial injustificada, para que proceda la acción de tutela, (a) además de acreditar la inexistencia de otro (sic) defensa judicial, es necesario que (b) se este (sic) ante la posible materialización de un daño cuyos perjuicios se tornen irreparables. Por último, frente a la mora judicial justificada, según las circunstancias del caso, es posible (i) negar la violación de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, sometiendo al interesado al sistema de turnos; (ii) ordenar excepcionalmente la alteración del orden para proferir el fallo, cuando el juez está en presencia de un sujeto de especial protección constitucional, o cuando la mora judicial supere los plazos razonables y tolerables de solución, en contraste con las condiciones de espera particulares del afectado; o (iii) en aquellos casos en que se está ante la posible materialización de un daño cuyos perjuicios no puedan ser subsanados, se puede ordenar un amparo transitorio en relación con los derechos fundamentales comprometidos, mientras la autoridad judicial competente se pronuncia de forma definitiva en torno a la controversia planteada. ”
De la prueba documental aportada, se infiere que la acción popular radicada 2016-00462 sí se encuentra en trámite y en este momento está en la etapa probatoria, que no se ha superado porque se decretó la práctica de la inspección judicial, para lo cual se comisionó a los Juzgados Civiles del Circuito de Barranquilla, reparto, sin que aún haya sido devuelto el despacho comisorio librado para ese efecto.

De acuerdo con lo anterior, como la tardanza en resolver la acción popular no se ha producido por el incumplimiento de las funciones por parte del juez accionado, se negará el amparo reclamado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia a la que fueron vinculados el Banco Davivienda, las Alcaldías de La Virginia y de Barranquilla, las Defensorías del Pueblo Regionales Risaralda y Barranquilla, el Personero Municipal de esta última ciudad y el Ministerio Público Regionales Risaralda y Atlántico, salvo en lo relativo a la mora judicial que se niega.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folios 33 y 34 del CD


� Folio 196 del CD


� Folio 197 del CD


� Folio 228 del CD


� Folios 249 y 250 CD


� Folios 253 y 255 CD


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de tutela STC3919-2017 proferida el 22 de marzo de 2017, M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, radicación No. 11001-02-03-000-2017-00615-00


� Sentencia T-227 de 2007. Sobre la materia también se pueden consultar las Sentencias C-1198 de 2008 y T-527 de 2009.
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